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Providencia:

Sentencia de 11 de septiembre de 2019

Radicación Nro:
66001-31-01-003-2018-00204-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

José Uriel Muñoz 

Demandado:

Colpensiones y otro

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / OMISIÓN DE AFILIACIÓN AL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES / POSICIÓN ACTUAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA RESPECTO DE SUS CONSECUENCIAS / EL EMPLEADOR DEBE PAGAR EL TÍTULO PENSIONAL / PERO SÓLO PARA EFECTO DE LAS PENSIONES DE JUBILACIÓN Y DE VEJEZ / LAS DE INVALIDEZ Y SOBREVIVIENTES DEBE ASUMIRLAS DIRECTAMENTE.
En sentencias CSJ SLSL9856-2014, CSJ SL16715-2014, CSJSL17300-2014, CSJ SL2731 de 2015, CSJ SL14388-2015, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado su jurisprudencia consistente en que ante la omisión en la afiliación del trabajador por parte de su empleador al sistema general de pensiones, es deber de las entidades que conforman el sistema tener en cuenta los periodos servidos como tiempos efectivamente cotizados, generándose como consecuencia en contra del empleador el desembolso del respectivo título pensional a satisfacción de la correspondiente entidad y no el reconocimiento directo de la prestación económica.

No obstante lo anterior, la Alta Magistratura en providencia SL4103 de 22 de marzo de 2017 radicación Nº 49638 aclaró que esa postura ha estado orientada al reconocimiento de pensiones tales como la de jubilación y vejez, en aplicación de las normas y principios de la Ley 100 de 1993, al tratarse de prestaciones económicas que requieren de un término bastante largo para su consolidación, lo que ha llevado precisamente a que se apliquen las reglas trazadas en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 con sus respectivas modificaciones; sin embargo, indicó, que no se puede dar el mismo tratamiento cuando se busca el reconocimiento de las pensiones de sobrevivientes e invalidez, ya que estas dos prestaciones no se fundamentan en la acumulación de un número importante de aportes, sino en la cobertura y aseguramiento de un riesgo (invalidez y muerte), lo que implica la necesidad de la adecuada afiliación y pago de los aportes…
Con base en lo expuesto, concluyó la Corte, que cuando en este tipo de eventos se ha configurado el riesgo y el trabajador no ha sido debidamente afiliado por su empleador, ni éste hizo los trámites pertinentes para la convalidación de esos tiempos antes de la ocurrencia del siniestro, no es posible que el sistema a través de sus entidades asuma el pago de esas prestaciones económicas –invalidez y sobrevivientes-, quedando dicha carga en cabeza del empleador omisivo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, once de septiembre de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el codemandado JOSÉ MARÍA GONZÁLEZ SALAZAR, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 18 de marzo de 2019, dentro del proceso promovido por el señor JOSÉ URIEL MUÑOZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2018-00204-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Uriel Muñoz que la justicia laboral declare que entre él y el señor José María González Salazar existió un contrato de trabajo entre el 3 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2012 y con base en ello aspira que: i) Se condena al señor González Salazar a cancelar a favor de Colpensiones el título pensional correspondiente al periodo referenciado anteriormente; ii) Se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de invalidez a partir del 24 de diciembre de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda por medio de dictamen Nº 10057659-504 de 1º de agosto de 2016, determinó que tenía una PCL del 51.04% de origen común estructurada el 24 de diciembre de 2014; se afilió al otrora ISS el 3 de julio de 1987; el 5 de octubre de 2016 solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez, la cual fue negada en la resolución Nº GNR360564 de 29 de noviembre de 2016, decisión que fue confirmada en la resolución Nº VPB45852 de 27 de diciembre de 2016.

Sostiene que prestó sus servicios a favor del señor José María González Salazar entre el 3 de enero y el 31 de diciembre de 2012, realizando actividades agrícolas en la finca de su propiedad, devengando el salario mínimo legal mensual vigente; en derecho de petición, le solicitó que se presentara ante Colpensiones para que se hiciera cargo de la deuda al sistema general de pensiones, pero él le contestó verbalmente que se había acercado a esa entidad para ese fin, pero que la misma no le ha dado aún respuesta.
Al dar respuesta a la demanda -ls.46 a 51- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Prescripción” y “Buena fe”.
Por su parte el señor José María González Salazar al contestar el libelo introductorio -ls.66 a 69- admitió todos los hechos narrados por el actor. Se opuso únicamente a la pretensión encaminada a que se reconozcan las costas procesales, manifestando que siempre ha estado dispuesto a cancelar el título pensional que le corresponda. No propuso excepciones de mérito.

En sentencia de 18 de marzo de 2019, la funcionaria de primer grado estableció que el señor José Uriel Muñoz era invalido en los términos establecidos en el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, al tener una PCL del 51.04% de origen común estructurada el 24 de diciembre de 2012, determinó que de acuerdo con su historia laboral, en principio no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez, debido a que dentro de los tres años anteriores a su estructuración, no acredita la densidad de semanas exigidas en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003.

No obstante, al haber confesado en la contestación de la demanda el señor José María González Salazar, que entre él y el señor José Uriel Muñoz existió un contrato de trabajo verbal a término indefinido entre el 3 de enero y el 31 de diciembre de 2012, concluyó la a quo que era deber del empleador afiliarlo a los riesgos IVM, por lo que al no poder correr con las consecuencias negativas de esa omisión, condenó al señor González Salazar a cancelar el título pensional correspondiente a ese periodo a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, en la cuantía determinada por ésta, teniendo en cuenta como base salarial el mínimo legal mensual vigente.

Bajo esa perspectiva y luego de señalar que con ese tiempo el actor acredita las 50 semanas exigidas en la Ley, le ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones que dentro del mes siguiente a la fecha en que el empleador omisivo pague el título pensional, proceda a reconocer al accionante la pensión de invalidez que reclama, debiéndole reconocer los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 en caso de que no cumpla con esa orden dentro del término dado para ello.
Finalmente condenó en costas procesales en un 100% al señor José María González Salazar a favor del demandante.

Inconforme únicamente con la condena en costas, el apoderado judicial del señor González Salazar interpuso recurso de apelación, manifestando que su postura antes y durante el proceso ha sido correcta, pues reconoció la relación laboral contraída con el señor José Uriel Muñoz, estando prestó a corregir su omisión de no haberlo afiliado a los riesgos IVM, y sobre todo, compareciendo al proceso en aras de que se actúe en derecho, comportamiento éste que debe calificarse de buena fe y por consiguiente conlleva a que se le exonere de la imposición de costas.
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acreditó el señor José Uriel Muñoz los requisitos necesarios para que se le reconozca la pensión de invalidez?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Había lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

POSICIÓN ACTUAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE A LAS CONSECUENCIAS QUE GENERA LA FALTA DE AFILIACIÓN DEL TRABAJADOR A LOS RIESGOS IVM Y SUS EFECTOS RESPECTO AL RECONOCIMIENTO DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ Y SOBREVIVIENTES.
En sentencias CSJ SLSL9856-2014, CSJ SL16715-2014, CSJSL17300-2014, CSJ SL2731 de 2015, CSJ SL14388-2015, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado su jurisprudencia consistente en que ante la omisión en la afiliación del trabajador por parte de su empleador al sistema general de pensiones, es deber de las entidades que conforman el sistema tener en cuenta los periodos servidos como tiempos efectivamente cotizados, generándose como consecuencia en contra del empleador el desembolso del respectivo título pensional a satisfacción de la correspondiente entidad y no el reconocimiento directo de la prestación económica.
No obstante lo anterior, la Alta Magistratura en providencia SL4103 de 22 de marzo de 2017 radicación Nº 49638 aclaró que esa postura ha estado orientada al reconocimiento de pensiones tales como la de jubilación y vejez, en aplicación de las normas y principios de la Ley 100 de 1993, al tratarse de prestaciones económicas que requieren de un término bastante largo para su consolidación, lo que ha llevado precisamente a que se apliquen las reglas trazadas en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 con sus respectivas modificaciones; sin embargo, indicó, que no se puede dar el mismo tratamiento cuando se busca el reconocimiento de las pensiones de sobrevivientes e invalidez, ya que estas dos prestaciones no se fundamentan en la acumulación de un número importante de aportes, sino en la cobertura y aseguramiento de un riesgo (invalidez y muerte), lo que implica la necesidad de la adecuada afiliación y pago de los aportes que permitan a las administradoras pensionales “… prever razonablemente la realización de los riesgos, gestionarlos y adoptar medidas para la financiación de las prestaciones, a través de las reservas respectivas o de la contratación de los seguros correspondientes (artículo 6 del Decreto 832 de 1996). Contrario sensu, si el trabajador no ha estado afiliado y no se tiene noticia de la prestación de sus servicios, ni se ha adelantado algún trámite de convalidación de tiempos, los riesgos se tornan imprevisibles para la aseguradora, imposibles de gestionar y, a la postre, de financiar, por no haberse podido conservar reservas o contratar seguros”.

Con base en lo expuesto, concluyó la Corte, que cuando en este tipo de eventos se ha configurado el riesgo y el trabajador no ha sido debidamente afiliado por su empleador, ni éste hizo los trámites pertinentes para la convalidación de esos tiempos antes de la ocurrencia del siniestro, no es posible que el sistema a través de sus entidades asuma el pago de esas prestaciones económicas –invalidez y sobrevivientes-, quedando dicha carga en cabeza del empleador omisivo.
EL CASO CONCRETO

Según el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda –fls.14 y 15- el señor José Uriel Muñoz tiene una PCL del 51.04% de origen común estructurada el 24 de diciembre de 2014, siendo inválido en los términos establecidos en el artículo 38 de la Ley 100 de 1993.
Para acceder al derecho que solicita de la Administradora Colombiana de Pensiones, le correspondía al actor acreditar que entre el 24 de diciembre de 2011 y la misma calenda del año 2014 tenía cotizadas 50 semanas al sistema general de pensiones, sin embargo, como se aprecia en la historia laboral allegada por la entidad demandada –fls.98 a 100- dentro de ese periodo no existen cotizaciones efectuadas a favor del accionante, motivo por el que no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama.

Ahora bien, aspiraba el señor Muñoz a que se le reconociera la prestación económica contabilizando las semanas de servicios que dijo haber prestado a favor del señor José María González Salazar, para que éste a título de sanción, cancelara el correspondiente cálculo actuarial a órdenes de la Administradora Colombiana de Pensiones, sin embargo, a pesar de haber confesado en la contestación de la demanda, que en efecto el accionante fue su trabajador en los periodos por él señalados y que no pudo afiliarlo a los riesgos IVM; en este caso no es posible reconocer a cargo del sistema la pensión de invalidez que se solicita, previo el importe del título pensional, pues como lo aclaró la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL4103 de 2017, esa postura solo está dada para el reconocimiento de las pensiones de jubilación y vejez que requieren de un importante número de semanas de cotización y no para las prestaciones por invalidez y sobrevivientes que tienen una connotación distinta, máxime cuando en este caso el empleador omisivo no saldó su deuda antes de que se configurara el siniestro el 24 de diciembre de 2012, resultando legal y jurisprudencialmente imposible validar el pago posterior en orden a responsabilizar a la administradora pensional del otorgamiento de la prestación.
Lo expuesto no significa que el empleador José María González Salazar no tenga la obligación de cancelar el cálculo actuarial por el periodo en el que se benefició de los servicios prestados por el señor José Uriel Muñoz, pues no puede perderse de vista que la cotización comprende la cobertura de tres riesgos -invalidez, vejez y muerte- y si bien en este caso no es posible que el sistema general de pensiones cubra el riesgo de invalidez por las razones expuestas anteriormente, no es menos cierto que ese cálculo actuarial está destinado a cubrir potencialmente otras contingencias que no se han configurado; lo que lleva a que se modifiquen los dos ordinales tercero de la sentencia objeto de estudio en ese sentido.

Así las cosas, al no haber prosperado las pretensiones dirigidas en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones, se revocarán los ordinales cuarto, quinto y sexto de la sentencia proferida el 18 de marzo de 2019.
Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora y en favor de la entidad accionada en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los dos ordinales tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, en el sentido de:

A.  CONDENAR al señor JOSÉ MARÍA GONZÁLEZ SALAZAR a cancelar el cálculo actuarial correspondiente al periodo comprendido entre el 3 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2012, de conformidad con la liquidación que efectúe la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, teniendo en cuenta el salario mínimo legal mensual vigente para esa anualidad.

B. ORDENARLE a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que una vez se cancele el título actuarial por cuenta del señor JOSÉ MARÍA GONZÁLEZ SALAZAR, proceda a incorporar las semanas de cotización por el periodo comprendido entre el 3 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2012, dejando una nota aclaratoria en el sentido de consignar en la historia laboral, que por orden judicial, esas cotizaciones no están destinadas a cubrir el riesgo por invalidez. 
SEGUNDO. REVOCAR los ordinales CUARTO, QUINTO y SEXTO de la sentencia proferida el 18 de marzo de 2019, para en su lugar ABSOLVER a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

CUARTO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100% a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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